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SALA DE CASACIÓN SOCIAL
Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO


El ciudadano EDGAR RAFAEL LUGO JIMÉNEZ, asistido por los abogados YANICIA MARÍA PEÑA, GUSTAVO ALBERTO MATA RUIZ y ELEUTERIO VÁSQUEZ BRITO y ante la Sala por el abogado LOMBARDO BRACCA LÓPEZ, demandó a la empresa TRANSPORTACIONES LÓPEZ ABUIN C.A. (TRANSLACA), representada por los abogados RAFAEL JULIÁN HERNÁNDEZ QUIJADA, EFRAÍN CASTRO BEJA, MARÍA GABRIELA HERNÁNDEZ DEL CASTILLO y MARÍA ANGÉLICA HERNÁNDEZ DEL CASTILLO, por cobro de prestaciones sociales, salarios caídos e indemnización por enfermedad profesional, ante el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo, Tránsito y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Monagas.


El Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito, Trabajo y Menores de la citada Circunscripción Judicial, conociendo en apelación, dictó sentencia definitiva el día 28 de septiembre de 1999, en la cual declaró sin lugar la demanda, confirmando la decisión apelada.


El actor, asistido de abogado, formalizó el recurso de casación anunciado oportunamente. Hubo contestación, sin réplica. 

Recibido el expediente, se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado Omar Alfredo Mora Díaz. En fecha 17 de mayo de 2000 se reasignó la ponencia al Magistrado que con tal carácter suscribe este fallo. Cumplidos los trámites de sustanciación, siendo la oportunidad para decidir, lo hace esta Sala, previas las siguientes consideraciones: 

 

CAPÍTULO PRIMERO

 

CUESTIÓN DE PREVIO PRONUNCIAMIENTO

 

Es criterio de esta Sala que con vista de las disposiciones de la nueva Constitución, por aplicación del principio finalista y en acatamiento a la orden de evitar reposiciones inútiles, no se declarará la nulidad de la sentencia recurrida si la deficiencia concreta que la afecta, no impide determinar el alcance subjetivo u objetivo de la cosa juzgada, no hace imposible su eventual ejecución o no viola el derecho de las partes a una justa resolución de la controversia.

En ese orden de ideas, la decisión de la Sala deberá considerar en forma previa el fundamento de lo decidido por la Alzada, para determinar si las denuncias que se formulan son capaces de alterarlo, o si impiden por omisión de pronunciamiento o de fundamentos, el control de la legalidad; y antes de declarar la  nulidad del fallo por defectos en su forma intrínseca, será necesario examinar si el mismo, a pesar de la deficiencia, alcanzó su fin, el cual no es otro que resolver la controversia con fuerza de cosa juzgada, posibilidad de ejecución y suficiente garantía para las partes.

Por otra parte, la Constitución vigente da prioridad a la resolución de la controversia, en tanto que el artículo 320 del Código de Procedimiento Civil, privilegia la resolución de las cuestiones de forma, al establecer en su segundo aparte lo siguiente:

“Si al decidir el recurso la Corte Suprema de Justicia encontrare una infracción de las descritas en el ordinal 1º del artículo 313, se abstendrá de conocer las otras denuncias de infracción formuladas, y decretará la nulidad y reposición de la causa al estado  que considere necesario para restablecer el orden jurídico infringido. Igual abstención hará cuando declare con lugar una infracción que afecte una interlocutoria que haya producido un gravamen no reparado en la definitiva.”

Dada la contradicción de esta disposición legal con los principios constitucionales que ordenan no sacrificar la justicia por la omisión de formalidades no esenciales, a obtener una justicia expedita, sin dilaciones indebidas, sin formalismos o reposiciones inútiles, establecidas en las disposiciones de los artículos 26, 257, 334 y 335 de la Carta Magna, en acatamiento del deber, también constitucional, de aplicar con preferencia las disposiciones y principios constitucionales y garantizar su supremacía y efectividad, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 20 del Código de Procedimiento Civil, la Sala desaplica la regla legal del artículo 320 eiusdem, que obliga a resolver, en primer término y en forma excluyente, el recurso de forma, para asumir la función de determinar, en cada caso concreto, cuál es el orden de decisión que mejor sirve a los fines de hacer efectiva justicia.

CAPÍTULO SEGUNDO

 

FUNDAMENTO DE LO DECIDIDO POR LA ALZADA

 

En relación con la pretensión de pago de prestaciones sociales, la Alzada expresó:

"En la oportunidad de contestar la demanda, la sociedad demandada ​además de haber alegado el pago al actor de los conceptos reclamados, luego de haber concluido la relación laboral, opuso expresamente la prescripción de la acción de acuerdo a lo establecido en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Trabajo.

De tal manera que, antes de cualquier consi​deración sobre la materia de fondo, este Tri​bunal debe pronunciarse sobre el alegato de prescripción formulado por la sociedad de​mandada. En este orden, no existe discrepan​cia entre las partes, en que la relación laboral que existía entre el actor y la demandada con​cluyó el 27 de enero de ​1995, pues el actor así lo manifiesta en el libelo de la demanda y​ lo acepta igualmente en forma expresa la de​mandada en el escrito de contestación a la demanda.  Así las cosas, y habiéndose produ​cido el ​registro de la demanda con el auto de admisión contentivo de la or​den de compare​cencia el 27 de enero de 1.997, resulta evi​dente que para esa fecha en la que se produjo el acto interruptivo de la prescripción liberato​ria había transcurrido casi dos (2) años, por lo que transcurrió en exceso el lapso de un (1) año establecido en el artí​culo 61 de la Ley Or​gánica del Trabajo como lapso de prescripción ​de las acciones proveniente de la relación de trabajo.

El lapso de prescripción comienza a contarse desde la fecha de terminación de la relación laboral, tal como lo señala en forma expresa la parte final del artículo 61 citado, independien​temente ​de que el actor reclame en la de​manda el pago de salarios caídos ​por conside​rar que no debió despedírsele en virtud de la incapacidad laboral que alega.

En consecuencia de lo expuesto, resulta evi​dente que la reclamación del actor de los con​ceptos que denomina como prestaciones so​ciales derivados de la terminación injustificada de la relación de trabajo, indicados en Capítulo III del libelo de la demanda se en​cuentra pres​crita; y así se decide.

El haber acogido el Tribunal la defensa de prescripción alegada ​por la sociedad deman​dada, hace innecesario ningún otro pronun​ciamiento sobre la defensa de pago de las prestaciones sociales ni el análisis de las pruebas de las partes dirigidas a acreditar uno y otro extre​mos; y así se decide."


En cuanto a la reclamación de pago de salarios dejados de percibir, la Alzada decidió así: 

 

"En efecto, ya se ha señalado que tanto el ac​tor como la demandada han estado contestes en que la relación laboral que existió entre ellos se extinguió el 27 de enero de 1.995, de allí que sólo en presencia de una decisión de​finitiva de un Tribunal en caso de solicitud de calificación de despido, reenganche y pago de salarios caídos- o de una Inspectoría del Tra​bajo, en el caso de una solicitud de inamovili​dad laboral por enfermedad o accidente profe​sional es que pudiere resultar procedente la obligación del pago de salarios caídos, pero en el presente caso el actor no alegó en ningún momento que frente a lo que calificó de injusti​ficado despido, él hubiere recurrido a la ins​tancia administrativa o judicial en solicitud de su reenganche y pago de salarios caídos.  De allí que mal puede entonces, casi a los dos años de haber concluido la relación laboral, reclamar por la vía judicial, el pago de los sala​rios que afirma dejó de percibir en consecuen​cia del accidente de trabajo que afirma haber sufrido.  Ello es mas evidente, al observar que el propio actor confiesa en la demanda que no fue sino hasta octubre de mil novecientos no​venta y cinco (1995), a casi diez meses de ha​ber concluido la relación laboral, que le fue diagnosticada la lesión que considera es un acci​dente de trabajo y que repito no fue sino más de un año después que propuso la demanda objeto de consideración por esta Instancia Su​perior.

De acuerdo a lo expuesto, la reclamación del actor de pago de salarios de percibir, por monto de TRES MILLONES DOSCIENTOS OCHENTA Y DOS MIL DOSCIENTOS BOLÍ​VARES (Bs 3.282.200,00) resulta improce​dente y así se decide."

´
Por último, la Alzada consideró improcedente la indemnización por accidente de trabajo, por las siguientes razones:

"El artículo 63 del Contrato Colectivo Petrolero, cuya copia cursa en autos y que ha sido objeto de comentario en particular anterior, si bien no establece un lapso de caducidad para intentar la reclamación en los casos de trabajadores que presentan hernia, sí determina un plazo dentro del cual subsiste la obligación del pa​trono de prestar asistencia médica, quirúrgica y farmacéutica y ese plazo es de NOVENTA DÍAS después de concluido el contrato indivi​dual de trabajo.

En el presente caso, el propio actor manifestó que sólo fue en el mes de octubre de mil no​vecientos noventa y cinco, es decir a más de diez (10) meses de haber terminado la relación laboral por despido del trabajador, cuando se le diagnosticó la presencia de "Crepitación umbilical de crecimiento progresivo compatible con Hernia Umbilical", de allí que mal podría pretender que subsistía la obligación del pa​trono de prestar asistencia médica, quirúrgica y farmacéutica, cuando no sólo se le había practicado un examen médico pre-terminación que indicaba que no tenía padecimiento que impidiera su retiro, sino que había transcurrido en exceso el lapso de noventa (90) días en el cual de diagnosticársele alguna hernia todavía subsistía la obligación del patrono de prestar la asistencia referida.

A lo expresado se agrega que el artículo 64 del Contrato Colectivo Petrolero establece, por acuerdo de las partes contratantes, que "LOS ANILLOS AMPLIOS CREPITACIONES UM​BILICALES NO SON HERNIAS", por lo que siendo el diagnóstico del Dr. Oger Plaza Ce​deño, de fecha 11 de octubre de 1.995, aquel en base al cual se sustentó la reclamación del pago de las asistencias médico, quirúrgica y farmacéutica y de acuerdo al cual el actor te​nía "CREPITACIÓN UMBILICAL DE CRECI​MIENTO PROGRESIVO COMPATIBLE CON HERNIA UMBILICAL", es obligante concluir que no estamos en presencia de un accidente profesional o industrial, ni existe obligación de la demandada de prestar la asistencia médica, quirúrgica y farmacéutica demandada, y así se decide."


En conclusión, la Alzada rechazó las tres pretensiones incoadas, la primera, de cobro de prestaciones sociales, por haber prescrito; la segunda, de pago de salarios dejados de percibir, por la inexistencia de una reclamación previa; y la última, de pago de una indemnización por enfermedad profesional, por considerar que no procedía de acuerdo con las estipulaciones del contrato colectivo.

 

CAPÍTULO TERCERO

 

RECURSO POR INFRACCIÓN DE LEY
– I –

El recurrente titula "DENUNCIA POR INFRACCIÓN DE FONDO", pero se limita a criticar la decisión y a transcribir jurisprudencia de la Sala relativa al error de derecho, sin denunciar la infracción de ninguna regla legal, por lo cual la Sala carece de materia sobre la cual decidir.

– II –

Con fundamento en el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 320 eiusdem, se denuncia infracción de los artículos 19 y 49 de la Constitución; de los artículos 508 y 509 eiusdem y el ordinal 4º del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil, que hace nula la sentencia de acuerdo con el artículo 244 del mismo Código.

Señala el formalizante que la Alzada no tomó en cuenta la prueba de testigos por él promovida, en violación de los artículos 508 y 509 del Código de Procedimiento Civil, los cuales debió aplicar y no aplicó.

Asimismo, sostiene que la recurrida adolece de suposición falsa pues al folio 306 manifiesta que "el actor confiesa en la demanda que fue despedido injustificadamente por la demandada, el 27 de enero de 1995 y reclama salarios caídos"; no obstante que lo manifestado por él en el libelo de demanda es que fue despedido injustificadamente él 27 de enero de 1995, pero la relación laboral continúa por motivo de la enfermedad profesional de la que es víctima, "dando valor a menciones que no aparecen en el libelo de la demanda".

Alega el recurrente que la Alzada aplicó la cláusula 63 del contrato colectivo que establece un lapso de caducidad de noventa días, cuando debió aplicar el artículo 62 de la Ley Orgánica del Trabajo que establece un lapso de prescripción de un año y priva sobre dicha cláusula y no puede ser relajado por convenios particulares.

También considera inaplicable al caso la cláusula del contrato colectivo mediante la cual los trabajadores convinieron con los empresarios que una hernia umbilical no era causal para mantener la relación laboral. Al respecto afirma que estas disposiciones privadas no pueden estar por encima de disposiciones de orden público y constitucionales, como lo son el derecho a la salud y a la atención médica del trabajador previsto en normas de derecho de carácter constitucional, tratados internacionales y de progenie constitucional como lo son los artículos 19 y 22 de la Constitución de la República, y 14  "de los Derechos Humanos Tratado de San José de Costa Rica".

Asimismo, en un capítulo previo, que denomina "RESEÑA DE LOS ANTECEDENTES DEL LITIGIO", formula una denuncia que por su carácter de orden público, al margen de las deficiencias técnicas, debe ser decidida por la Sala. 

En efecto, afirma el formalizante que el legislador del trabajo de 1990 al disponer una prescripción de un año para la acción de los derechos del trabajo y una prescripción de dos años para ejercer la acción de reparación de daños y perjuicios por accidentes de trabajo o por enfermedad profesional, violó el artículo 61 de la Constitución de 1961, estableciendo una condición desigual para los trabajadores en relación con los ciudadanos amparados por el Código Civil de 1982, con respecto a la prescripción prevista en el artículo 1.977, en relación con los derechos personales.

Para decidir, la Sala observa:

Respecto a la prescripción, la Ley Orgánica del Trabajo establece:

“Artículo 61.- Todas las acciones provenientes de la relación de trabajo prescribirán al cumplirse un (1) año contado desde la terminación de la prestación de los servicios.

 

Artículo 62.- La acción para reclamar la indemnización por accidentes o enfermedades profesionales prescribe a los dos (2) años, contados a partir de la fecha del accidente o constatación de la enfermedad.”


Considera la Sala que dichas disposiciones legales son acordes con el sistema general de derechos vigente para la época en que cesó la prestación de servicios en el caso bajo decisión, y no viola el principio de igualdad de los ciudadanos, pues a toda persona que se encuentre bajo el supuesto de hecho se le aplican las reglas en cuestión.


Por otra parte, si bien el artículo 1.977 del Código Civil establece una prescripción de diez años para las acciones personales, ésta comienza a transcurrir desde que se adquiere el derecho, en tanto que el término de la prescripción laboral sólo comienza a transcurrir cuando cesa la relación laboral, lo cual, en este aspecto, es más favorable.


Ahora bien, la disposición transitoria cuarta de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, establece:

"Dentro del primer año, contado a partir de su instalación, la Asamblea Nacional aprobará:

(...)

3. Mediante la reforma de la Ley Orgánica del Trabajo, un nuevo régimen para el derecho a prestaciones sociales consagrado en el artículo 92 de esta Constitución, el cual integrará el pago de este derecho de forma proporcional al tiempo de servicio y calculado de conformidad con el último salario devengado, estableciendo un lapso para su prescripción de diez años. Durante este lapso, mientras entre en vigencia la reforma de la ley seguirá aplicándose de forma transitoria el régimen de la prestación de antigüedad establecido en la Ley Orgánica del Trabajo vigente. Asimismo, contemplará un conjunto de normas integrales que regulen la jornada laboral y propendan a su disminución progresiva, en los términos previstos en los acuerdos y convenios de la Organización Internacional del Trabajo suscritos por la República."


Es decir, la Asamblea Constituyente determinó la vigencia del actual régimen, hasta tanto se dicte la ley correspondiente que establecerá un plazo de prescripción de diez años, obviamente favorable al trabajador, pero no aplicable al caso de autos.


En cuanto al silencio de pruebas que denuncia, éste debió ser motivo de una denuncia por defecto de actividad, sin que se puedan mezclar en el escrito de formalización imputaciones de diferente naturaleza. Es de observar que no se afirma que dichos testigos hubiesen declarado sobre la interrupción de la prescripción ni que se haya afirmado tal situación, por tanto, cualquier error al respecto no impide a la sentencia alcanzar su fin, puesto que se fundamentó en las cuestiones de derecho especificadas en punto previo de este fallo.


Respecto a la suposición falsa, la doctrina de casación ha desarrollado una técnica que debe ser seguida:

En sentencia de fecha 8 de agosto de 1995 precisó la Sala los requisitos que debe cumplir una denuncia de suposición falsa, en los siguientes términos:

"La Corte, con fundamento en la redacción del artículo  435 del Código de Procedimiento Civil derogado, elaboró la técnica para la denuncia del entonces denominado falso supuesto. Esta técnica, luego de la vigencia del nuevo Código de Procedimiento Civil, se ha mantenido idéntica. Ahora bien, un examen de la redacción del artículo  320  eiusdem, permite concluir que el motivo de casación, ahora denominado suposición falsa, es, a diferencia de lo previsto en el anterior Código, un motivo autónomo de casación. En efecto, el encabezamiento del citado artículo  320, dice lo siguiente:

“En su sentencia del recurso de casación, la Corte Suprema de Justicia, se pronunciará sobre las infracciones denunciadas, sin extenderse al fondo de la controversia, ni al establecimiento ni apreciación de los hechos que hayan efectuado los Tribunales de instancia, salvo que en el escrito de formalización se haya denunciado la infracción de una norma jurídica expresa que regule el establecimiento o valoración de los hechos, o de las pruebas, o que la parte dispositiva del fallo sea consecuencia de una suposición falsa por parte del Juez, que atribuyó a instrumentos o actas del expediente menciones que no contiene, o dio por demostrado un hecho con pruebas que no aparecen en autos o cuya inexactitud resulta de actas e instrumentos del expediente mismo."

Es posible advertir cómo la redacción de la norma, ha convertido a las denuncias de suposición falsa en una hipótesis diversa de casación. Por tanto, aislada de su relación con las denuncias de violación de reglas que regulan el establecimiento o valoración de las pruebas o de los hechos, su técnica no requiere, como se ha venido indicando, de la denuncia de esos textos legales. Basta, conforme a la expresión de la norma "...que la parte dispositiva del fallo sea consecuencia de una suposición falsa...", con la denuncia del precepto legal aplicado falsamente, porque el Juez da por cierto un hecho valiéndose de una suposición falsa.

En consecuencia, incorporando lo antes expresado a la técnica de la denuncia de suposición falsa, la Sala modifica su doctrina de la siguiente forma:

Para que la Corte pueda examinar y decidir acerca de la determinación y apreciación que los jueces del mérito hayan efectuado sobre los hechos y las pruebas, es indispensable que el formalizante se ajuste a la técnica elaborada por la Sala para la denuncia apropiada de casación sobre los hechos, técnica que exige el cumplimiento de los siguientes requisitos: a) indicación del hecho positivo y concreto que el juzgador haya dado por cierto valiéndose de una falsa suposición; b) indicación específica del caso de falsa suposición a que se refiere la denuncia, puesto que el encabezamiento del artículo  320 del Código de Procedimiento Civil prevé en ese respecto tres (3) situaciones distintas; c) el señalamiento del acta o instrumento cuya lectura patentice la falsa suposición; d) indicación y denuncia del texto o los textos aplicados falsamente, porque el Juez dá por cierto un hecho valiéndose de una suposición falsa; e) la exposición de las razones que demuestren que la infracción cometida fue determinante de lo dispositivo de la sentencia.

Por otra parte, conforme a reiterada jurisprudencia, la suposición falsa tiene que referirse forzosamente a un hecho positivo y concreto que el Juez establece falsa e inexactamente en su sentencia a causa de un error de percepción, entre otras razones, porque no existan las menciones que equivocadamente atribuyó a un acta del expediente. Ahora bien, como el mencionado vicio sólo puede cometerse en relación con un hecho establecido en el fallo, quedan fuera del concepto de suposición falsa las conclusiones del Juez con respecto  a las consecuencias jurídicas del hecho, porque en tal hipótesis se trataría de una conclusión de orden intelectual que aunque errónea, no configuraría lo que la ley y la doctrina entienden por suposición falsa.”.

Este criterio fue ampliado en sentencia de fecha 29 de noviembre de 1995, para incluir el supuesto de que el error conduzca a la falta de aplicación de una norma jurídica. Ahora bien, si se establece un hecho falso, que constituye el supuesto de hecho abstracto de una norma, este error sólo puede conducir a que se aplique esa regla legal a unos hechos reales a los cuales no es aplicable, lo cual constituiría, de acuerdo con el razonamiento de la doctrina analizada, falsa aplicación. Esta es la consecuencia directa del error y otras normas sólo resultarían violadas por falta de aplicación como una consecuencia de segundo grado, constituyendo estas últimas las reglas que el sentenciador de última instancia debió aplicar y no aplicó para resolver la controversia.

En conclusión, se reitera el criterio sentado en sentencia de 8 de agosto de 1995, en el sentido de que el denunciante debe cumplir con la “indicación y denuncia del texto o los textos aplicados falsamente, porque el Juez da por cierto un hecho valiéndose de una suposición falsa”.

En el caso bajo decisión el formalizante, en el encabezamiento de la denuncia, imputa infracción de normas sustantivas por falta de aplicación y "mala aplicación", supuesto este último no establecido en el artículo 313 del Código de Procedimiento Civil y no expresa de manera alguna las razones por las cuales considera infringidas las reglas legales en cuestión, pues se limita a establecer la influencia del error en el dispositivo, sin relacionar tal efecto con las normas.

En consecuencia, al no cumplir el recurrente con los requisitos de una denuncia como la expuesta, no puede la Sala conocer de lo denunciado. (Sentencia 4-11-98, Sala de Casación Civil de la antigua Corte Suprema de Justicia. Exp. Nº 97-491).”

Denuncia el formalizante como suposición falsa que el Juez se apartó de la pretensión deducida, lo cual constituiría vicio de incongruencia.


Por otra parte no se cumplen los requisitos de una denuncia de suposición falsa, ni se observa discrepancia alguna entre lo decidido y el libelo. Incluso en el escrito de formalización se reitera que "fui despedido injustificadamente el 27 de enero de 1995", lo demás es una pretensión que reclamada dentro del lapso de prescripción fue declarada improcedente.


Por lo que respecta a los lapsos de caducidad y prescripción a los que se refiere el formalizante, éstos son plazos de diferente naturaleza para hacer valer los derechos, o ejercer la acción, en tanto que lo expresamente resuelto por el Juez, en relación con el plazo en que se debía diagnosticar la enfermedad, es una condición de procedencia de la reclamación, la cual carece de relación con la prescripción y no puede existir la colisión de normas alegada por el formalizante.


Por último, de acuerdo con la sentencia el artículo 64 del Contrato Colectivo Petrolero establece, por acuerdo de las partes contratantes, que "LOS ANILLOS AMPLIOS O CREPITACIONES UMBILICALES NO SON HERNIAS", no que una hernia umbilical no era causal para mantener la relación laboral.


Por su carácter técnico, tal discusión no se puede plantear por primera vez en casación, puesto que se necesita del dictamen de expertos para determinar si tal estipulación es contraria al derecho a la salud y a la atención médica, como afirma el trabajador, sustentando su denuncia, entre otras normas en una referencia a la Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José), en un artículo que carece de relación con lo discutido.


En consecuencia, se desecha esta denuncia.

 

CAPÍTULO CUARTO

 

RECURSO POR DEFECTO DE ACTIVIDAD
– I –

De conformidad con el ordinal 1° del artículo 313  del  Código de Procedimiento  Civil,  se  denuncia infracción  de los artículos 12 y 243, ordinal  4°  del  mismo Código,   por   considerar  el  formalizante   que   el sentenciador de Alzada incurre en el vicio de inmotivación, por no atenerse a lo alegado y probado en autos.


Señala el formalizante que la empresa produjo el examen médico de pre–terminación de la relación laboral y él también produjo los certificados de dos médicos, quienes no debieron ser traídos a juicio como testigos, por ser expertos con reconocimiento en la ciudad de Maturín.

Al respecto, afirma que en la sentencia recurrida no se aprecia una clara, precisa y positiva decisión de la cuestión controvertida y sí se observa una resolución claramente parcializada hacia la parte patronal.

Para decidir, la Sala observa:

La denuncia no se refiere a la inmotivación, sino que constituye una crítica al juzgamiento, que mediante la denuncia de las pertinentes reglas legales, pudo constituir motivo de una denuncia por infracción de ley; sin embargo, aun en ese supuesto carecería de trascendencia en el dispositivo, pues la decisión no sólo se fundamentó en el examen que denominan de "pre-terminación" de la relación laboral, sino en las condiciones establecidas por el contrato colectivo petrolero.

– II –


A título de formalización expresa el formalizante que se le colocó en indefensión en violación de los artículos 10, 12 y 15 del Código de Procedimiento Civil, al establecer la Alzada  que confesó en el libelo de demanda que fue despedido, cuestión totalmente falsa porque en el libelo manifestó que ingresó a la empresa el 18 de abril de 1991 y fue despedido injustificadamente el 27 de enero de 1995, pero que la relación laboral continuará hasta el día de la decisión de este juicio, por motivo de la lesión sufrida.


Para decidir, la Sala observa:


La cuestión planteada se refiere a la forma de la sentencia, es decir, a la debida congruencia entre la pretensión y la decisión y no a los otros actos del proceso, cuya defectuosa realización puede dar motivo al recurso por indefensión.


Por otra parte, los argumentos del formalizante fueron objeto de pronunciamiento por la Sala en anterior capítulo de este fallo.


En consecuencia, se desecha esta denuncia.

 

DECISIÓN

 

Por  las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de  Justicia, en Sala de Casación Social,  administrando justicia en nombre de la República y por  autoridad  de la  ley,  declara  SIN LUGAR  el  presente  recurso  de casación.  Se  exime al recurrente  en  las  costas, por considerar que existieron motivos racionales para recurrir y conforme  no se encuentra el caso en el supuestos de obligatoria condena del artículo 320 del Código de Procedimiento Civil.

Publíquese, regístrese y remítase el expediente al Tribunal de la causa, o sea, el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo, Tránsito y Agrario de la Circunscripción Judicial del Estado Monagas. Particípese esta remisión al Juzgado de origen  ya  mencionado,  todo  de  conformidad  con el artículo 326 del Código de Procedimiento Civil.

 

Dada, firmada  y sellada en  la  Sala  de  Despacho  de  la  Sala de Casación  Social  del Tribunal Supremo de Justicia, en  Caracas, a los  veintiún ( 21 )  días del mes de septiembre  de dos mil. Años: 190º de la Independencia y 141º de la Federación.

 

El Presidente de la Sala,

 

 

______________________________

OMAR  ALFREDO MORA DÍAZ

 El  Vicepresidente-Ponente,

 

 

___________________________

JUAN RAFAEL PERDOMO

 

                                                    Magistrado,

 

 

_______________________________

ALBERTO MARTINI URDANETA 

 

 

La Secretaria,

 

 

______________________________

BIRMA I.TREJO DE ROMERO
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